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Providencia:

Sentencia  - 1ª Instancia -26 de abril 2018
Radicación Nro. :
  
66001-22-13-000-2018-00158-00 
Accionante:

Fernando López Valencia.
Accionado: 

Juzgado Quinto Civil del Circuito local
Vinculado (s): 

Orlando López Valencia.

Proceso:


Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


DEBIDO PROCESO JUDICIAL / EJECUTIVO / SENTENCIA / RECURSO EXTEMPORÁNEO / NIEGA ALZADA / SUBSIDIARIEDAD / CONFIRMA - Y es que al repasar lo acontecido en el proceso ejecutivo al que se refiere el presente amparo (cd, f. 15), se observa sin mayor dificultad, como el mismo demandante lo refiere, que omitió interponer, de manera oportuna, los recursos ordinarios que tenía a su disposición para controvertir ante el juez de instancia, lo que por esta senda invoca.

Obsérvese que en ese asunto, se profirió sentencia el 26 de febrero de este año (pág. 51, cd, f. 15) , providencia que fue notificada por estado el día 27 de febrero siguiente (pág. 61, cd, f. 15), la que adquirió firmeza vencido el término de ejecutoria el día 2 de marzo del mismo año, porque solo hasta 6 de marzo la parte vencida interpuso recurso de apelación, motivo por el cual, como era natural, el juzgado, mediante proveído del 8 de marzo siguiente se negó a conceder la alzada, proveído frente al cual, valga acotar, tampoco se presentó recurso alguno, escenario que hubiera sido el ideal para denunciar ante el juez natural la precaria representación judicial que ahora, por medio de esta especialísima senda, se pretende hacer valer.

Aunque lo anterior es suficiente para declarar la improcedencia, también es evidente que durante el trámite del proceso, nunca se le pusieron de presente al juzgado las deficiencias procesales que se aducen en el libelo inicial, para que la funcionaria pudiera adoptar las decisiones que resultaran pertinentes, razón de más para entender que se incumple esa regla de la residualidad.   
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Acta No. 134 de abril 26 de 2018
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Fernando López Valencia, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, a la que fue vinculado Orlando López Valencia.
ANTECEDENTES

Fernando López Valencia, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de sus derechos fundamentales al “debido proceso, igualdad, mínimo vital, vivienda digna, vida digna, paz, sosiego, descanso digno, tranquilidad, bienestar, salud, vida, entre otros”.

Narra en el libelo que era propietario de una finca ubicada en Belalcázar, Caldas, valorada en $600.000.000.oo, la que vendió con la ayuda de su hermano Orlando, quien, estando en España, le indicó que le entregara el predio y le hiciera escrituras a la señora Sonia Chaparro Rincón, posterior a lo cual le consignaría el precio de la venta sin que ello hubiera ocurrido, pues solamente le giró $27.000.000.oo.
Por lo anterior y debido a la crisis económica que tuvo que afrontar, su otro hermano, Aurelio, para entonces “representante legal” de Orlando, le propuso girarle dos letras de cambio a nombre de este último, ya que aún estaba en España. Con esos títulos inició el cobro ejecutivo que resultó infructífero, pues el demandado, mediante artimañas, negó la obligación frente al juzgado que conoció del proceso, despacho que, a la vez, transgredió el debido proceso habida cuenta de que no se agotó la etapa conciliatoria, no decretó pruebas de oficio, no interrogó a las partes y no intentó “cuadrar las cuentas”. Aunado a ello denuncia que estuvo mal representado, pues su apoderado omitió presentar alegatos de conclusión y extemporáneamente interpuso el recurso de apelación contra la sentencia que resultó desfavorable a sus intereses. 

  



Por ello solicita, en esencia, que se ordene al Juzgado accionado revocar en su integridad el fallo, para que proceda a interrogar a las partes, con el fin de esclarecer las circunstancias de tiempo modo y lugar relacionadas con la obligación dineraria de la que es acreedor, requerir al demandado para que pruebe el pago realizado y para que aporte la dirección del comprador de la finca a la que hizo mención.
Con auto del 16 de abril, se inició este trámite y se ordenó la vinculación del demandado en el proceso ejecutivo mencionado por el accionante; adicionalmente se requirió del juzgado encartado la remisión de copias de las piezas procesales pertinentes para la resolución del presente trámite.




El Juzgado envió un disco compacto con copia digital del expediente contentivo de los procesos ejecutivos singulares acumulados, identificados con los radicados 2012-00041-00 y 2013-00167-00.
El vinculado Orlando López Valencia, por conducto de apoderado judicial, se opuso a la totalidad de las pretensiones de la acción de tutela; adujo su improcedencia y contradijo los hechos planteados por el demandante. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, por cuanto, alega el demandante, el juzgado accionado, en un proceso ejecutivo que inició contra su hermano,  profirió sentencia  inobservando las reglas procesales propias del trámite ejecutivo. 
  



Para resolver lo que es motivo de disenso, se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-018 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
De frente a ese derrotero, para la Sala, la solicitud de amparo del accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que al repasar lo acontecido en el proceso ejecutivo al que se refiere el presente amparo (cd, f. 15), se observa sin mayor dificultad, como el mismo demandante lo refiere, que omitió interponer, de manera oportuna, los recursos ordinarios que tenía a su disposición para controvertir ante el juez de instancia, lo que por esta senda invoca.





Obsérvese que en ese asunto, se profirió sentencia el 26 de febrero de este año (pág. 51, cd, f. 15)
, providencia que fue notificada por estado el día 27 de febrero siguiente (pág. 61, cd, f. 15), la que adquirió firmeza vencido el término de ejecutoria el día 2 de marzo del mismo año, porque solo hasta 6 de marzo la parte vencida interpuso recurso de apelación, motivo por el cual, como era natural, el juzgado, mediante proveído del 8 de marzo siguiente se negó a conceder la alzada, proveído frente al cual, valga acotar, tampoco se presentó recurso alguno, escenario que hubiera sido el ideal para denunciar ante el juez natural la precaria representación judicial que ahora, por medio de esta especialísima senda, se pretende hacer valer.
  



Aunque lo anterior es suficiente para declarar la improcedencia, también es evidente que durante el trámite del proceso, nunca se le pusieron de presente al juzgado las deficiencias procesales que se aducen en el libelo inicial, para que la funcionaria pudiera adoptar las decisiones que resultaran pertinentes, razón de más para entender que se incumple esa regla de la residualidad.   




   



En conclusión, sin que haya lugar a estudiar el fondo del asunto, como no se han superado los presupuestos generales señalados, la acción se torna improcedente.

  



Se absolverá al vinculado, por no hallar de su parte trasgresión alguna frente a los derechos reclamados.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Fernando López Valencia contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira.
Se absuelve Orlando López Valencia, conforme lo expuesto en precedencia.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia C-543-92


� Estos documentos son visibles en el archivo denominado CUADERNO 5 SEGUNDA PARTE 20130167 incluido en el disco compacto visible a folio 15.  
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